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TRÁNSITO DE LEGISLACIÓN/ NORMA APLICABLE/ INCIDENTE DE NULIDAD- Los incidentes de nulidad se regirán por la norma vigente al momento en que se formulen, no obstante que la demanda se hubiere presentado bajo el imperio de la legislación anterior. 
“2.1 En primer lugar, memórese que esta demanda se presentó en la Oficina Judicial de esta ciudad el 8 de septiembre de 2015, esto es, en vigencia del Código de Procedimiento Civil, modificado por la Ley 1395 de 2010, motivo por el cual se admitió el 20 de octubre siguiente como proceso verbal de pertenencia por prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio (Fol. 33 de las copias del Cdno. Ppal.); no obstante, para el momento en que se formuló el incidente de nulidad, esto es, el 16 de mayo de 2016 (Fls. 70 a 77 ejusdem), ya se encontraba vigente el Código General del Proceso -el cual empezó a regir en todos los distritos judiciales del país el 1 de enero de 2016
, y no el 1 de marzo de ese año como equivocadamente lo afirma la apelante-, conjunto de normas que en el Num. 5º del Art. 625, sobre el tránsito de legislación, claramente establece: “No obstante lo previsto en los numerales anteriores, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones.”, lo que conlleva a aseverar que necesariamente la juzgadora debía seguir el rito de dicha codificación, tal como en efecto lo hizo, y fehacientemente lo explicó en el proveído a través del cual decidió el recurso de reposición respectivo (Fls. 142 a 145 ibídem).”
REPÚBLICA DE COLOMBIA
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE SANTA MARTA

SALA QUINTA DE DECISIÓN CIVIL - FAMILIA

Santa Marta, diecinueve de diciembre de dos mil dieciocho.

Se procede a tomar la determinación que en derecho corresponda con ocasión de la apelación formulada por la demandada Gladys Esther Montero de Campo en contra del auto proferido el 15 de junio de 2016, por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Santa Marta, al interior del proceso verbal de pertenencia por prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio seguido por Rubis María Fajardo Cantillo contra aquélla, Edgardo De Jesús Campo Montero y Personas Indeterminadas. 
I. ANTECEDENTES                
1. Mediante escrito visible a folios 1 a 4 de las copias allegadas del Cdno. Ppal., la mencionada señora presentó la indicada demanda de pertenencia contra las aludidas personas, para que previo el trámite correspondiente se declare, entre otras, haber adquirido por ese modo el bien inmueble distinguido con matrícula inmobiliaria No. 080-21085 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Santa Marta.
2. A través de auto calendado el 20 de octubre de 2015, previa inadmisión (Fls. 29 y 30), el juzgado de conocimiento resolvió darle curso al escrito introductorio en contra de Gladys Esther y Edgardo De Jesús Montero Campo, y entre otro, ordenó emplazarlos, así como también a las personas indeterminadas (Fol. 33).

Aquélla determinación fue corregida el 20 de noviembre siguiente, disponiéndose que el nombre de la demandante corresponde a Rubis María Fajardo Cantillo y no Rubis María Cantillo Fajardo como antes se había señalado (Fol. 36).

3. Habiéndose aportado por la interesada los edictos emplazatorios (Fls. 40 y 41 a 44), se dispuso nombrar curador de los demandados –determinados e indeterminados- (Fol. 53), quien contestó oponiéndose a las pretensiones (Fls. 54 y 55), y el 22 de febrero de 2016, entre otras determinaciones, señalar el día 5 de abril siguiente a la hora de las 9:00 a.m., para llevar a cabo la audiencia de que tratan los Arts. 372 y 373 del C.G. del P. (Fls. 60 y 61); no obstante, el día anterior a su realización, la A quo resolvió corregir nuevamente el auto admisorio, precisando que la única demandada es la señora Gladys Esther Montero de Campo, puesto que se había dispuesto en dicho proveído Gladys Esther Montero Campo, razón por la que declaró la nulidad de lo actuado a partir de aquélla decisión, exclusive, para lo cual requirió renovar el trámite con dicha aclaración, pero conservando la medida cautelar decretada, para lo cual debería libarse oficio en ese sentido (Fls. 62 y 63).

4. Se observa que la aludida señora se notificó personalmente el día 25 de abril de aquél año (Fol. 68), y arribó al plenario solicitando la nulidad de toda la actuación surtida con fundamento en el numeral 4° del artículo 133 del C.G. del P., argumentando en síntesis, que el poder aportado “…no facultó al apoderado para iniciar proceso…” en su contra, como tampoco de Edgardo De Jesús Montero Campo, y cuestionó el hecho que lo haya dirigido igualmente en contra de Edgar Campo Castañeda, pues éste es el anterior propietario del bien pretendido en usucapión.
Adujo además que la inscripción de la demanda se realizó en el folio de matrícula No. 080-21035 cuando el que corresponde es el 080-21085, por lo que el Registrador de Instrumentos Públicos no debió proceder de conformidad con el oficio No. 497 de fecha 30 de noviembre de 2015, razones éstas que debieron tenerse en cuenta para rechazar de plano el escrito introductorio (Fls. 72 a 77).
5. La juez de instancia, el 15 de junio siguiente, resolvió negar la nulidad deprecada, integrar a la causa como litisconsorte necesario al señor Edgardo De Jesús Campo Montero, frente a quien dispuso correrle traslado por el término de 3 días, e inscribir la demanda en el folio de matrícula No. 080-21085, dejando sin efecto la que se practicó en virtud del oficio No. 497 de fecha 30 de noviembre de 2015.
Lo anterior lo fundamentó en el hecho en que debe ser la persona afectada quien alegue la irregularidad puesta de presente por la solicitante, e igualmente ésta se encuentra notificada personalmente de la demanda; y con relación a la inscripción del libelo incoatorio en el folio de matrícula que no correspondía, adujo haberse incurrido en un error involuntario, todo lo cual no genera vicio alguno que conlleve a declarar la figura jurídica planteada (Fls. 130 a 134).
6. Inconforme con  esa determinación la petente interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación, aduciendo en compendio, además de insistir en sus embates iniciales, que la juzgadora aplicó erradamente el procedimiento a seguir en este asunto, es decir, no debió acudir a las disposiciones del C.G. del P. -conjunto de normas que señala vigente desde el 1 de marzo de 2016 y la demanda se presentó el 9 de septiembre de 2015-, sino a las del C. de P.C., por lo que la nulidad planteada es de índole constitucional (Fls. 137 a 140).
7. Finalmente se observa que la  juzgadora de instancia mantuvo su posición a través de proveído del pasado 29 de junio, por lo tanto, resolvió no reponer el auto atacado y concedió la apelación formulada subsidiariamente (Fls. 142 a 144). Seguidamente el litisconsorte necesario, señor Edgardo De Jesús Campo Montero, se notificó de este asunto a través de su apoderada, el día 15 de julio siguiente (Fol. 154).

II. CONSIDERACIONES

1. Sea del caso indicar que uno de los argumentos esbozados por la recurrente al momento de sustentar su inconformismo no fue un hecho que haya sido alegado en el escrito contentivo de la nulidad formulada –y por tanto, generadora del proveído atacado-; sin embargo, y dado que lo invocado como irregularidad de índole “constitucional” constituye un ataque nuevo (Num. 3 del Art. 322 del C.G. del P.)-, igualmente se atenderá por esta Superioridad al resolver la causa puesta a consideración.
2. Precisado lo pertinente, nótese que en el sub examine lo que se cuestiona es que el poder aportado “…no facultó al apoderado para iniciar proceso…” en su contra, y Edgardo De Jesús Montero Campo, e igualmente reprocha el hecho que lo haya dirigido también frente a Edgar Campo Castañeda, anterior propietario del bien pretendido en usucapión; así mismo que el Registrador de Instrumentos Públicos no debió atender el oficio No. 497 de fecha 30 de noviembre de 2015, por no corresponder al folio de matrícula de aquél. 
2.1 En primer lugar, memórese que esta demanda se presentó en la Oficina Judicial de esta ciudad el 8 de septiembre de 2015, esto es, en vigencia del Código de Procedimiento Civil, modificado por la Ley 1395 de 2010, motivo por el cual se admitió el 20 de octubre siguiente como proceso verbal de pertenencia por prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio (Fol. 33 de las copias del Cdno. Ppal.); no obstante, para el momento en que se formuló el incidente de nulidad, esto es, el 16 de mayo de 2016 (Fls. 70 a 77 ejusdem), ya se encontraba vigente el Código General del Proceso -el cual empezó a regir en todos los distritos judiciales del país el 1 de enero de 2016
, y no el 1 de marzo de ese año como equivocadamente lo afirma la apelante-, conjunto de normas que en el Num. 5º del Art. 625, sobre el tránsito de legislación, claramente establece: “No obstante lo previsto en los numerales anteriores, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones.”, lo que conlleva a aseverar que necesariamente la juzgadora debía seguir el rito de dicha codificación, tal como en efecto lo hizo, y fehacientemente lo explicó en el proveído a través del cual decidió el recurso de reposición respectivo (Fls. 142 a 145 ibídem).
2.2 En ese orden de ideas, conviene destacar que las causales de invalidez procesal se encuentran enlistadas de manera taxativa en el Art. 133 de la obra procedimental que viene de comentarse, y como quiera que el supuesto fáctico planteado como irregularidad, consistente en que el poder conferido por la demandante no señala “con precisión quienes debían ser los demandados…”, se enmarca en la prevista en su Num. 4º, que dispone: “Cuando es indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien actúa como su apoderado judicial carece íntegramente de poder.”,  observa la Sala Unitaria que ello, en caso de configurarse, debe requerirse por la persona presuntamente afectada con la indebida representación, tal como lo tiene previsto el Inc. 3º del Art. 135 ejusdem, lo que no ocurrió en el sub examine, y en ese orden, acertó la juez de conocimiento cuando la despacha desfavorablemente por cuanto la solicitante carece de  legitimación en la causa para proponerla en favor de  Edgardo De Jesús Montero Campo y Edgar Campo Castañeda.
2.3 En lo tocante a que no obra expresamente mandato para que la solicitante sea demandada, porque en el memorial correspondiente se hace referencia a GLADYS ESTHER MONTERO CAMPO (Fol. 32 ídem), cuando su verdadero nombre es GLADYS ESTHER MONTERO DE CAMPO, es conveniente indicar que no obstante las diversas vicisitudes que se presentaron al respecto, el día 4 de abril de 2016 se declaró la nulidad de lo actuado a partir del auto admisorio de la demanda, exclusive, precisando que la última referenciada era la única demandada en este asunto (Fls. 62 y 63) –aunque posteriormente, con mayor exactitud en el auto atacado, se tiene a Edgardo de Jesús Campo Montero como “litisconsorte necesario”-, quien se notificó personalmente el día 25 de aquél mes y año del auto inicial, así como del que se ha hecho alusión previamente (Fol. 68), lo que permite concluir que la alegada irregularidad estaba zanjada para el momento en que arriba a la actuación. 

2.4 Finalmente, referente a la inscripción de la demanda realizada por el Registrador de Instrumentos Públicos de esta ciudad en el folio de matrícula inmobiliaria No. 080-21035, debe acotarse que ello fue producto de lo comunicado erróneamente mediante oficio No. 497 de fecha 30 de noviembre de 2015 (Fol. 38), suscrito por el secretario de la dependencia judicial -despacho que valga decir no especificó en el auto admisorio en cuestión, el número de identificación del predio en la Oficina de Registro de Instrumentos públicos de Santa Marta (Fol. 33)-, anomalía que entre otras determinaciones la A quo dejó sin efecto en el proveído objeto de censura, disponiendo inscribirla en el que corresponde, esto es, en el No. 080-21085 de dicha oficina, por lo que no existe nada que deba repararse, amén de que ésta de manera alguna constituye causal de nulidad. 

                  3. Así las cosas, se comparte íntegramente la determinación cuestionada, y en ese sentido, será objeto de confirmación, imponiéndole condena en costas a la recurrente, tal como lo tiene estatuido el Num. 1° del Art. 365 del C.G. del P., para lo cual se fijará la suma de $300.000 por concepto de agencias en derecho.

En consecuencia, se                                                       

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el auto proferido el 15 de junio de 2016, por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Santa Marta, al interior del proceso verbal de pertenencia por prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio seguido por Rubis María Fajardo Cantillo contra Gladys Esther Montero de Campo, Edgardo De Jesús Campo Montero y Personas Indeterminadas, en atención a lo expuesto en la parte motiva de esta decisión.

                  SEGUNDO: Se condena en costas en esta instancia a la apelante. Se fija la suma de trescientos mil pesos ($300.000), por concepto de agencias en derecho.
                  TERCERO: Ejecutoriada esta determinación, remítase el expediente al juzgado de origen, previas las desanotaciones del caso.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
CRISTIAN SALOMÓN XIQUES ROMERO

Magistrado

� De conformidad con el Art. 1º del Acuerdo PSAA15-10392 de 1 de octubre de 2015, expedido por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.


� De conformidad con el Art. 1º del Acuerdo PSAA15-10392 de 1 de octubre de 2015, expedido por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.





